Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 34 minutos) 


- La Comisión de Defensa Nacional del Senado tiene el gusto de recibir al señor Subsecretario de Defensa Nacional, doctor 
Roberto Yavarone, al señor Presidente de la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC), doctor Fernando Pérez 
Tabó, y al asesor Héctor Budé, Jefe del Departamento de Frecuencias de la Unidad Reguladora. 


En tanto la invitación se les cursó ante un pedido de información que hizo el señor Senador Fernández Huidobro, me parece que 
sería oportuno que él fundamente el motivo de la convocatoria, que algo adelantó en la sesión pasada. 


Por otra parte, en el caso de que agotáramos el tratamiento de estos temas en un tiempo prudente, podríamos aprovechar la visita 
del señor Subsecretario para que nos haga algunas referencias al proyecto de ley que figura en tercer lugar del orden del día de la 
sesión de hoy, que tiene que ver con el pase a situación de retiro obligatorio del Personal Superior y Subalterno del Escalafón K del 
Ministerio de Defensa Nacional. Como me consta que hay algunas situaciones que urge resolver y que la solución estaría 
contemplada en este proyecto de ley, reitero, de ser posible aprovecharíamos para referirnos a esta iniciativa. 


SEÑOR FERNÁNDEZ HUIDOBRO..- Agradezco al señor Subsecretario, al señor Presidente de la Unidad Reguladora de Servicios 
de Comunicaciones y asesores por su presencia. Como decía el señor Presidente de la Comisión, en la reunión del lunes pasado 
manifestamos nuestra inquietud por conseguir información e intercambiar ideas sobre un hecho que escapa a nuestro manejo. En 
realidad, ello se debe -por lo que pido disculpas por anticipado- a que por la edad que tenemos, lamentablemente es muy difícil 
poder asir algunos asuntos de carácter tecnológico que tan vertiginosamente sobrevienen, como el de los satélites en órbita y para 
lo que ellos sirven, además del hecho de que nunca estuvimos vinculados a asuntos de tanta complejidad. 


Voy a tratar de ser breve para economizar el tiempo. Como decía, queremos obtener información, pero también aprender, en el 
mejor sentido de la palabra, algunos asuntos. Concretamente, me refiero a dos decretos, uno de octubre de 1999 y otro de abril de 
este año, por los que se otorga a empresas privadas -una llamada FONECOM S.A. y la otra Corporación Funcional de 
Comunicaciones S.A.- la concesión para la puesta en órbita de satélites y el uso del pabellón nacional para ese emprendimiento. 
Por lo menos en el caso de la Corporación Funcional -no sé si en el otro también- la concesión viene ligada al hecho de que el 
manejo de dichos satélites, una vez puestos en órbita, sería realizado desde la Zona Franca de Montevideo. Dicho de otro modo, la 
concesión se hace a una empresa privada para funcionar desde otra empresa privada, es decir, desde el área territorial que hoy 
ocupa la Zona Franca de Montevideo, que es una empresa como cualquier otra. 


Según lo que logré desentrañar en cuanto al sistema internacional que rige estas cosas, al Uruguay le corresponde, por reparto 
internacional hecho por la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) de la ONU, dos satélites geoestacionarios dado que, 
aparentemente, el espacio no da lugar para colocar una cantidad sin límites de satélites en órbita. A su vez, en ese espacio 
disponible -me cuesta mucho imaginar esto, creo que es sobre el cenit del Ecuador- el primero en llegar es el primero en servir. 
Esto quiere decir que la primera empresa o país que quiera colocar un satélite en órbita puede hacerlo siempre y cuando garantice 
que éste va a servir. En todos los casos, los satélites deben llevar el Pabellón Nacional de un país que se haga responsable ante 
las Naciones Unidas de todas las implicancias de las comunicaciones internacionales y del uso de esa zona del espacio sin que los 
diversos satélites interfieran entre sí. No me explico -aunque no creo que sea pertinente tratarlo ahora- qué pasa en el caso de los 
satélites militares. De todas formas, nos referimos a satélites de comunicación, con fines comerciales, culturales, etcétera, para los 
que según pude colegir, funciona este sistema. 


Un país que quiera colocar un satélite en la zona disponible, debe solicitar los servicios ante las Naciones Unidas; se hace una 
publicación y si no hay una nación que se oponga, puede hacerlo si tiene las condiciones tecnológicas requeridas. A su vez, cada 
país tiene espacios disponibles para siempre -por decirlo de alguna manera- que, repito, en el caso del Uruguay son dos. 


Estos emprendimientos a los que se refieren los decretos de 1999 y de 2001 vienen promovidos por empresas que se presentaron 
ante la dependencia estatal correspondiente en nuestro país bajo la órbita del Ministerio de Defensa Nacional, y dijeron que tenían 
interés en utilizar el Pabellón Nacional para poner un satélite en órbita, en la zona donde hay lugares disponibles. También 
manifestaron que correría por su cuenta el pago de los gastos, en función de las gestiones que hubiera que hacer ante las 
Naciones Unidas, etcétera, como así también los derivados de la puesta en funcionamiento del satélite. Repito que, además, desde 
el principio esto venía ligado a la zona franca de Montevideo como lugar para el manejo del satélite una vez puesto en órbita. 


Una de las preguntas que quisiera hacer con mayor énfasis -porque es algo que no me queda claro- tiene que ver con la 
contrapartida de esta concesión. Al parecer, la más sustanciosa sería que la Administración, el Estado uruguayo, tendría derecho al 
uso de 12 megabytes/segundo o 12 megahercio/seg; he leído ambas cosas y no veo si tienen relación o no. Esto tampoco me 
llama la atención, porque me he enterado de que un satélite tiene una capacidad aproximada de 600 megabytes/segundo, por lo 
que a la Administración uruguaya se le otorgaría, a cambio de la concesión, un 2% de la capacidad operativa del satélite -o de los 
satélites- en materia de comunicaciones. 


Todo esto corresponde al introito, es decir, al panorama general del tema. 


Las preguntas concretas que quisiera hacer, son las siguientes. Desearía saber cuáles son los fundamentos legales que 
permitieron esta concesión en forma directa, sin llamado a licitación, subasta, concurso de interesados de carácter público, 
etcétera. También deseo que se me informe por qué no participó ANTEL en esto y si este asunto no está dentro de la órbita de las 
comunicaciones. Se me ocurre que en ese caso constituiría una magnífica oportunidad para el desenvolvimiento de ANTEL en "joint 
venture" o sociedades, incluso con empresas privadas que tuvieran interés. 


A su vez, quisiera conocer las consideraciones de oportunidad para la formalización de esta concesión o negocio, es decir, si no 
habría otras empresas, incluso privadas, nacionales o internacionales, interesadas en competir con aquellas que han sido 
concesionarias del permiso del Pabellón Nacional para poner un satélite en órbita. Me he enterado de que hay países africanos que 
han entregado una cantidad enorme de concesiones, desprestigiándose ante la comunidad internacional, en una situación algo 
parecida a la que el señor Senador Garat conoce, en lo que refiere a los asuntos marítimos, esto es, lo que se llama las banderas 
de conveniencia. 


Por otro lado, desearía que se me aclarara si el uso de ese 2% de la capacidad del satélite sería para el uso de ANTEL y su oferta 
en el mercado, o para el uso de la Administración Pública, en cuyo caso me interesaría saber quién administraría esa capacidad. A 
su vez, quisiera saber por qué esta concesión viene ligada a la Zona Franca de Montevideo y no pudo hacerse para ser manejada 
también por empresas privadas, en zonas no francas. 


En lo que tiene que ver con el plazo, tengo entendido que estas concesiones se han otorgado por quince años, renovables, lo cual 
significaría -de acuerdo con algunas apreciaciones que incluso ha hecho el Tribunal de Cuentas- una concesión eterna. 


Tengo entendido que, habida cuenta de lo que se aprobó en los artículos 612 y 613 de la Ley de Presupuesto y en el artículo 66 de 
la segunda Ley de Urgencia, que permite a las zonas francas ofrecer en zona no franca servicios de telefonía, Internet, "call 
centers", etcétera, el volumen de los negocios que podrían realizarse mediante estos satélites tendría una enorme magnitud en 
cuanto a la competencia con ANTEL y un gran impacto, en especial en lo que tiene que ver con instalación de "call centers", es 
decir, empresas del tipo de Amazon.com, con sus depósitos de mercadería, su atención a los clientes, etcétera, desde el kilómetro 
16 de Camino Maldonado. De manera que, por lo que veo, estamos ante la posibilidad de iniciar, por lo menos, formidables 
negocios, que es lo que más me inquieta. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Ante todo, quiero precisar que no se refiere a Zona Franca de Montevideo, sino a Zona Franca, es decir 
que la empresa tiene que ubicar su estación de mando en cualquier Zona Franca; no se especifica ninguna en particular. 


En lo que tiene que ver con el fundamento legal, el Uruguay, como país miembro de la UIT, tiene asignadas dos posiciones 
orbitales: concretamente, las posiciones 71.7 grados de longitud oeste y 86.1 grados de longuitud oeste. Estas posiciones orbitales, 
en función de las bandas de frecuencias en las cuales operan, están limitadas a la prestación de dos servicios: de difusión por 
satélite y los servicios fijos por satélite. De la misma manera que las que tienen asignadas el resto de los países de la UIT, son 
posiciones orbitales que el Uruguay tiene por sí, por el solo hecho de ser país miembro del organismo. 


Sin perjuicio de esas posiciones orbitales, el Reglamento de Radiocomunicaciones de la UIT, el cual fue aprobado por el Uruguay 
por la Ley N* 16.303 , de 14 de setiembre de 1992, prevé en el artículo 6* del apéndice 30/b, la implantación de un procedimiento 
por el cual, en base al principio que el señor Senador mencionaba -"primero en llegar, primero en servir"- se podían asignar 
posiciones orbitales vacantes a los países que así lo solicitaran. 


En base a esta norma legislativa, el decreto N* 153, de 30 marzo de 1993, autorizó a la presentación de interesados a los efectos de 
ocupar posiciones orbitales no adjudicadas a través de la Unión Internacional. 


Este es el fundamento legal y reglamentario de la resolución del Poder Ejecutivo. Al no considerarse que se está en presencia de 
un recurso finito -por lo menos en términos nacionales, ya que las órbitas satelitales sí son un recurso finito- se entendió, y de 
alguna manera así lo consideró el Tribunal de Cuentas, que era perfectamente posible el dictado de esas resoluciones y, 
concretamente, el otorgamiento de esa autorización. 


Se pregunta por qué no se hizo un procedimiento licitatorio. En este caso la respuesta es que no hay ningún bien a licitar. Cuando 
el Tribunal de Cuentas hace exactamente la misma pregunta que ha formulado el señor Senador, la explicación que se da es que 
toda la operativa de adjudicación de una órbita satelital es consecuencia de la gestión del interesado; es decir, es imposible ofrecer 
un bien que no existe, en la medida en que la adjudicación de esa órbita satelital va a ser posible si no interfiere otro satélite que ya 
se encuentre en órbita, al punto tal que lo primero que hace la Unión Internacional de Telecomunicaciones es lo que se denomina 
"publicación anticipada", en la cual anuncia la presentación de un proyecto con determinadas características, y en función de las 
pretensiones o las quejas del resto de los países en cuanto a las posibilidades de interferencia, se comienza lo que se llama 
"procedimiento de coordinación". 


Quizás es más fácil entender esto a través de un ejemplo. La primera de las empresas autorizadas, CFC, en el año 1999, 
implementó el proyecto denominado URSAT. Este proyecto, en los términos iniciales, plantea la posibilidad de ubicar ocho 
posiciones orbitales, sin perjuicio de lo cual, como consecuencia de la iluminación que el satélite pretende tener -que abarcaría todo 
el territorio americano- el procedimiento de coordinación puede llegar a determinar que, como máximo, se acceda a dos posiciones 
orbitales o, eventualmente, a una. Esto hace que en definitiva el procedimiento licitatorio sea absolutamente imposible de 
instrumentar, más allá de reiterar que en función de la política de la UIT, el Poder Ejecutivo está habilitado -y de hecho lo hizo con la 
resolución de abril de este año- a acceder a la solicitud, cualquiera sea la cantidad de empresas que lo requieran. 


Esto es así por dos razones. En primer lugar, es una posibilidad de acceder a la utilización de facilidades satelitales que de otra 
manera el Uruguay compra a terceras empresas, terceros países o a empresas a través de terceros países. Por ejemplo, si ANTEL 
comprara facilidades satelitales, de esta manera podría acceder a ellas de forma gratuita. 


Con esto respondo a otra de las preguntas que se han formulado. A la Dirección Nacional de Comunicaciones le correspondía - 
porque hoy está en las competencias de la Unidad Reguladora- la administración del espectro radioeléctrico, en función de lo cual 
será esta Unidad la que, a requerimiento de organismos de la Administración -por ejemplo, la Dirección Nacional de Aduanas, 
ANEP, etcétera- que soliciten el acceso a facilidades satelitales, las asignará sin ningún costo para el Estado, en tanto es la 
contrapartida de la utilización de la bandera. 


Este es el fundamento legal y la razón por la cual no se utilizó ningún procedimiento competitivo. Sí está previsto -y lo dice 
expresamente el Decreto N* 153/993, si no recuerdo mal- la implantación de procedimientos competitivos si es que se resuelve 
asignar a alguna empresa privada, pública, mixta o de las características que sea, la utilización de las órbitas satelitales que están 
adjudicadas en el Uruguay. En ese caso sí prevé la realización de un procedimiento competitivo, porque es un bien que ya está 


incorporado al patrimonio del Estado. Se trata de un bien finito y escaso, porque en este caso estamos hablando de dos posiciones 
orbitales concretas. Aquí sí está previsto expresamente la imposibilidad de asignarlo en forma directa y la necesidad de recurrir a 
un procedimiento competitivo. 


A su vez, debemos decir que el plazo es de quince años, y es renovable por iguales períodos. Si bien parece que esta autorización 
podría significar perpetuidad, por el hecho de la renovación, hay que señalar que esto está vinculado a la vida útil del aparato, del 
satélite en sí. Un satélite tiene una vida útil de más o menos quince años, y esa fue la razón por la que se fijó ese plazo, sin 
perjuicio de lo cual se habilita la renovación, ya que puede darse la situación de que un satélite, en lugar de estar útil quince años, 
pueda estarlo durante dieciocho o veinte; en ese caso, podría plantearse la renovación de la autorización por ese mismo lapso. 
Esto no quiere decir que la autorización esté planteada a perpetuidad; ello sería imposible, básicamente porque el aparato soporte 
de esa autorización no lo resistiría. 


SEÑOR SINGER..- Confieso que no sé si estoy en una situación igual o peor que la del señor Fernández Huidobro en lo que refiere 
al conocimiento de estos asuntos satelitales. Sin embargo, según he entendido, la pregunta que formuló el señor Senador se 
refería a la posibilidad o al derecho que tiene el Uruguay de colocar dos satélites, además de otros. El habló de una cantidad de 
hasta cinco en otra órbita y, precisamente, con respecto a esto último, se planteaba la posibilidad de adjudicárselo al que llegara 
primero. De acuerdo con la respuesta dada -si es que la entendí bien- parecería que estos dos decretos a que se hizo referencia -el 
del año 1999 y el del 2001- aluden a la segunda posibilidad y no a aquellos satélites que son, como podríamos decir, de derecho 
exclusivo del Uruguay. Entonces, quisiera saber si he entendido bien. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Lo que acaba de señalar el señor Senador es correcto. Las posiciones orbitales que el Uruguay tiene 
como miembro de la Unión Internacional de Telecomunicaciones no fueron concedidas en uso a nadie. Sí hay nuevas posiciones 
orbitales en aras del procedimiento que establece el propio Reglamento de Radiocomunicaciones. Hoy existen dos empresas y 
quizás mañana se presenten una tercera y una cuarta. Reitero que esto no implica riesgos para el país, sino costos, porque todo el 
procedimiento es a puro riesgo de la empresa interesada en el proyecto. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Realmente tengo que plantear algunas dudas, aunque sin ánimo de polemizar. Entiendo que 
lo que se concede no es el satélite, sino el uso del Pabellón; por mi parte, creo que esto es un bien, pero reitero que discutir sobre 
eso sería polemizar y no corresponde hacerlo en esta Comisión con quienes hoy nos vienen a asesorar. 


La pregunta concreta que formulo es: ¿por qué zona franca? Si el Uruguay concede el uso de su Pabellón a una empresa privada o 
estatal, ¿por qué se establece que tiene que ser manipulado el satélite desde la zona franca y no desde la zona no franca? O, 
sencillamente, podría no decirse nada al respecto, estableciéndose que se concede el uso del Pabellón y que el centro de comando 
del satélite tendrá que estar en el territorio nacional. Quisiera que se explicara la razón de esto. 


SEÑOR PEREZ TABO..- El motivo concreto es que así fue solicitado por las empresas y no hay ninguna razón para que esto deba 
realizarse en territorio no franco o no hacerse en zona franca. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En definitiva, se trata de una autolimitación que se impone la propia empresa solicitante, porque nada 
hubiera impedido que se tratara de una sociedad que pudiera prestar el servicio en régimen de zona no franca, en territorio 
nacional. Por eso digo que estaríamos ante una autolimitación. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Quisiera que se explicara un poco más lo relativo a la autolimitación. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- De acuerdo con el régimen jurídico relativo a zonas francas, las sociedades que tienen posibilidad de 
actuar en dichas zonas, deben tener su objeto limitado exclusivamente a la actuación en ellas. De esta forma, quien se presentó a 
solicitar la posibilidad de poner en orden el satélite, podría haber optado por otro territorio, que es el no franco, con otros 
potenciales de actuación. Quizás, dentro de lo que es su estructura de negocios, pensó que lo más adecuado era actuar en zona 
franca. Y a los efectos de la decisión del Gobierno de otorgar o no la autorización de utilización del Pabellón, no incide la 
circunstancia del lugar físico en el que se vaya a actuar. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Muchas veces, en las conversaciones, se habla de prestación de servicio. Pero en realidad, las empresas 
no prestan un servicio concreto; lo que -entre comillas- "vendasen" es el acceso a la facilidad satelital. Es lo que se conoce en la 
jerga como un cable, es decir, es simplemente un transportador a frecuencias que opera en órbitas satelitales. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Voy a hacer un planteo que lleva implícita una opinión, pero no tengo más remedio que 
hacerlo, teniendo en cuenta lo que acaban de decir nuestros invitados. 


Supongamos que soy una empresa que tiene concesión del uso del Pabellón Nacional para gestionar ante las Naciones Unidas - 
sin ese Pabellón no podría hacerlo- el permiso para colocar un satélite en órbita con capacidad de 200 ó 600 megabytes por 
segundo. Estamos hablando de una formidable capacidad y, por ende, de una ancha avenida de banda ancha, para cualquier 
usuario en la región. Supongamos que coloco el centro de comando en la zona franca, en cualquiera de ellas, porque eso es lo que 
se acaba de informar. De acuerdo con lo que la ley me autoriza, con posterioridad a los decretos, a través de la Ley de Presupuesto 
y del artículo 65 o actual 66 de la segunda Ley de Urgencia, puedo ofrecer ancha capacidad de venta de banda ancha directamente 
o a través de los intermediarios que quiera, en zona no franca, sin ninguna limitación. Asimismo, puedo competir formidablemente 
con ANTEL; puedo instalar en zona franca universidades privadas que trasmitan educación a distancia a toda la región; puedo 
colocar en zona franca, con mi propio sistema satelital y de comunicaciones, sin necesitar para nada los servicios de ANTEL, 
gigantescos supermercados o los "call centers" de las grandes empresas mundiales -como pasa hoy en Irlanda o en otros países 
del mundo- que atiendan a los clientes de toda la región en forma personalizada, para lo cual sería imprescindible contar con un 
formidable servicio de comunicaciones, y estaría en zona franca, es decir, no pagaría impuestos al Uruguay ni a nadie. Aun más, 
tendría la posibilidad de competir en zona no franca, o sea en el resto del territorio nacional, de acuerdo con las leyes que acaban 
de ser votadas. ¿Esto sería posible, o no? 


SEÑOR PEREZ TABO.- Debo decir que no me queda claro cuál es realmente la pregunta del señor Senador. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Si es posible o no. El señor Subsecretario decía que la empresa se autolimitó, pero yo creo 
que se expandió al pedir la zona franca, porque eso le permite eximirse de impuestos en todo el mundo y no sólo en el Uruguay. 
Operando esos satélites desde la zona franca uruguaya -un islote de extraterritorialidad- se pueden realizar todos los negocios "off 
shore", tanto los financieros como los comerciales. Puedo comprar y vender mercadería desde la zona franca sin que ésta entre en 
el territorio nacional; lo que compro o vendo es un papel. Por ejemplo, podría vender y comprar armas, aunque aquí esté prohibido, 
porque nadie me controlaría. Para hacer todo esto necesito un formidable sistema de telecomunicaciones, y tengo dos opciones: lo 
contrato con ANTEL, cuya fibra óptica pasa por la puerta -por lo menos, de la Zona Franca de Montevideo- o coloco mi propio 
satélite. 


Por tanto, como dije, creo que la empresa no se autolimitó, sino que se autoexpandió, porque si tuviera que actuar fuera de la zona 
franca no podría hacer todas estas cosas, salvo que hubiera una legislación específica, y tendría que pagar los impuestos 
correspondientes, a no ser que aquí se votara la exención impositiva, que aquí ya está votada para el régimen de zona franca que 
rige en nuestro país. 


Por eso la pregunta de por qué en la zona franca. Creo que porque así lo solicitaron y me parece lógico. 


El señor Pérez Tabó decía que ellos sólo ofrecen la facilidad para el uso del satélite, y eso es obvio, pero me pregunto por qué el 
Uruguay. Aclaro que estoy especulando, intercambiando ideas, y por ello mi pregunta no apunta sólo a la facilidad; atemos eso con 
la zona franca y con la capacidad enorme de telecomunicaciones que significa disponer de uno o dos satélites y pensemos que 
ANTEL sólo dispone del 11% de un satélite. Debemos tener presente que la zona franca informó en este Parlamento que si sólo se 
lograran montar los asuntos de "call center" con Buenos Aires, eso implicaría duplicar la capacidad telefónica existente al día de 
hoy con la Argentina. Entonces, no sólo se trata de facilidades satelitales sino de todo lo que éstas permitirían hacer una vez que se 
tengan los satélites en órbita. 


Creo que Togo u otro país africano salió a vender facilidades para el uso de su Pabellón, ganándose la crítica de la comunidad 
internacional, pero nadie las utilizó. No creo que nosotros pensemos en eso, pues sería peligroso. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Quisiera hacer dos apreciaciones. En primer lugar, debo decir que no me corresponde opinar sobre el 
régimen jurídico, tributario o de cualquier otra naturaleza con relación al tema de las zonas francas. Quiero aclarar que la actuación 
de la Unidad y de la Dirección de Comunicaciones en su momento, fue en base al ordenamiento jurídico vigente. Por tanto, si la 
zona franca tiene un régimen particular, propio de la normativa que la crea o rige, para mí eso es un dato de la realidad. 


En segundo término, y sin perjuicio de señalar que la empresa autorizada no puede dar servicios de radiodifusión o telefonía 
porque eso lo dice expresamente la resolución del Poder Ejecutivo, lo que tiene que ver con la prestación de servicios -me estoy 
refiriendo a la ubicación de la Estación de Mando, Telemetría y Control- implicará que los clientes de estas empresas, se trate de la 
zona franca o no, puedan prestar todos aquellos servicios posibles de acuerdo con la normativa vigente. Por ejemplo, CFC no 
puede prestar servicios de telefonía, ser distribuidor ni brindar servicios de radiodifusión, porque eso está expresamente 
establecido. Esto no implica que, a la luz del nuevo ordenamiento jurídico, la situación pueda haber cambiado. 


Lo que es claro es que la prestación de servicios de telecomunicaciones dentro del territorio no franco, en materia de telefonía, va a 
estar enmarcado en la exclusividad de ANTEL con la telefonía básica, definida como fija y referida al tráfico nacional. 


En lo que tiene que ver con los servicios de radiodifusión, hay una ley de radiodifusión que no ha sido objeto de ninguna 
modificación. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Quisiera saber si los celulares satelitales o el servicio de telefonía satelital -que está llegando- 
podrá ser ejecutado desde la zona franca en el mercado no franco, teniendo en cuenta la legislación actual. La telefonía básica es 
la telefonía conmutada y fija -es decir, la de los cables- pero la telefonía celular, la transmisión de datos y demás han quedado 
expeditas y se puede realizar desde zona franca. 


SEÑOR PEREZ TABO.- En materia de telefonía móvil -que no tiene ninguna exclusividad legal- se puede prestar un servicio 
satelital. Sin embargo, insisto en que lo que podrían llegar a hacer estas empresas sería darle acceso al satélite a otras empresas 
que sí brindan el servicio de telefonía móvil satelital. De hecho, existen empresas que brindan el referido servicio. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO..- Justamente, por requerimiento de los asesores de la Presidencia de la República, a uno de los 
decretos se le hizo un agregado en cuanto a que para dar esta concesión -no sé si me estoy confundiendo- y poder operar desde 
zona franca, la empresa tenía que crear otra, que es la que podría vender los servicios en la zona no franca, pero tendría que estar 
ligada comercialmente a la empresa que obtuvo la concesión para colocar el satélite. Es decir que esto ya está previsto en el 
decreto, pues así lo fijaron los asesores jurídicos, creo que de la Presidencia de la República. 


La otra pregunta que quiero hacer refiere al precio. Se acaba de decir que no se llamó a licitación ni a subasta porque no hay un 
bien o éste es intangible. Lo que el Uruguay otorga es algo que podrá conseguirse o no realizando las gestiones ante la ONU. De 
todos modos, se concedió; y parece que hay un precio ya que a cambio de la concesión, la empresa adjudicataria le otorga a la 
Administración pública -no a ANTEL- el uso de 12 megabytes por segundo, lo que apenas sería el 2% de la capacidad de 
transmisión de un satélite tipo. Me pregunto cuál es el criterio para fijar el precio, y si ese fue o no el precio por la concesión. 
Entiendo que no se haya llamado a licitación, pero hay un precio y quiero saber cuál es. Por lo menos, sé que se compone de ese 
obsequio -aunque no creo que lo sea- que la empresa le hace al Estado, y además creo que también se pagan algunas tarifas. 


Otra pregunta que deseo formular es la siguiente. De acuerdo con el decreto N* 125/93, que rige el contralor del espectro 
radioeléctrico del país, quisiera saber si la empresa presentó, tal como dice el decreto, los estudios de factibilidad demostrativos de 
la factibilidad técnica, de la conveniencia y demás. No quiero entrar en este tema porque no soy abogado y entiendo poco, pero tal 
como le ocurriría a cualquier empresa que pidiera una concesión de uso de una parte del espectro radioeléctrico de nuestro país, 
las empresas concesionarias deben presentar un estudio de factibilidad técnica y comercial. Estas dos empresas a las que se les 
dio la concesión del uso de dos satélites con Pabellón Nacional, comandados desde nuestro territorio, ¿han presentado esos 
estudios en tiempo y forma? 


SEÑOR PEREZ TABO.- Voy a hacer una introducción y luego dejaré en el uso de la palabra al señor Budé. 


En realidad, existe una contraprestación por esa autorización y, como dice el señor Senador, ella refiere al acceso gratuito a 
determinado ancho de banda; en el caso de una empresa se trata de doce megahercios y, en el otro caso, de setenta y dos. Esta 
primera precisión puede llamar a confusión, porque hablamos de doce por un lado, y de setenta y dos por el otro. Lo que sucede es 
que tienen mucha incidencia las bandas en las cuales los satélites pretenden funcionar. 


Quiero aclarar que setenta y dos no implica que sea seis veces más que doce en términos de aprovechamiento de frecuencias. Esa 
contraprestación está concebida en base a lo que son las eventuales necesidades que puede tener la Administración. De alguna 
manera, la cantidad de espectro o de acceso que se tiene, está vinculada a las prioridades del país en lo que tiene que ver con su 
tamaño. Para que el señor Senador tenga una idea señalo, por ejemplo, que con un transpondedor -que es más o menos lo que 
significan doce megahercios- se pueden tener seis canales de televisión digital; cuando hablamos de digitalización nos referimos a 
un grado muy grande de compresión de información. Entonces, puede parecer poco en términos porcentuales, pero en términos de 
utilización de facilidades satelitales es un acceso razonable. Por ejemplo, se puede poner en línea toda la Dirección Nacional de 
Aduanas. Lo que decíamos sobre televisión digital es demostrativo por la cantidad de ancho que utiliza la transmisión de imagen, 
que es mucho mayor que la de datos. Esto lo vemos en Internet, ya que es mucho más rápido bajar un archivo que no tiene imagen 
que uno que sí la tiene, y esto está vinculado al ancho que se utiliza. Si bien en términos porcentuales puede parecer poco, en la 
vida real eso implica un acceso sumamente razonable. No sé cuál es la cantidad que utiliza ANTEL en sus comunicaciones 
satelitales, pero quizás el señor Budé tiene datos más precisos. 


SEÑOR BUDE.- De acuerdo con la información reciente -sabemos que, obviamente, hay un uso intensivo del cable submarino- 
sumando telefonía y datos, ANTEL llega al entorno de nueve megahercios. Quiero aclarar que los doce megahercios no 
necesariamente se dan como doce megabytes, porque eso va a depender de la existencia de compresión y demás. 


Para complementar lo expresado por el doctor Pérez Tabó, debo decir que podría darse la conformación de redes -que se llaman 
terminales- de apertura muy pequeña -son antenas muy chicas- que trasmitieran datos y conectaran distintas oficinas públicas 
situadas a lo largo y ancho del Uruguay, con una tasa de dos megabytes. De esa forma, podríamos estar sumando cientos de 
terminales utilizando esa tecnología a partir de un esquema de modulación, pero no viene al caso. 


Con respecto a la pregunta de los estudios de factibilidad, creo recordar que el Decreto N* 125 -no lo tengo aquí- refiere a aquellos 
que utilicen frecuencias radioeléctricas. En este caso, el procedimiento de coordinación que se efectiviza a través de la UIT es con 
el objeto de tener, básicamente, tres elementos a la vez. En primer lugar, estaría la posición orbital en la órbita geoestacionaria, es 
decir, una órbita que se encuentra paralela al Ecuador, a 35.800 kilómetros de la superficie de la Tierra. Eso significa que una 
décima de grado en la órbita geoestacionaria representa sesenta kilómetros de separación. Entonces, esa órbita de 360 grados es 
finita, y por lo tanto, es un recurso escaso, debiéndose colocar satélites. Antes que nada, debemos encontrar la posición orbital que 
pueda operar efectivamente, colocando una máquina con los paneles desplegados, sin olvidar que una décima de grado 
representaría sesenta kilómetros de separación. 


En esencia, la separación que se pide es de dos grados entre dos satélites contiguos que utilicen las mismas frecuencias y, a su 
vez, iluminen las mismas zonas. En la UIT, el procedimiento de coordinación significa obtener una posición orbital, más las 
frecuencias asociadas, más las zonas de servicios, es decir, las áreas geográficas. 


SEÑOR PEREZ TABO.- La zona de servicio es lo que, en definitiva, ilumina el satélite. 


SEÑOR BUDE.- Entonces, hay que tratar de identificar y conseguir coordinación con las redes de satélites, y éstas dependen de la 
banda de frecuencia, pero básicamente podemos decir que es en la posición identificada, menos diez y más diez, o sea que hay 
veinte grados. Puedo tener un satélite al lado de otro con frecuencias iguales, pero que apunten a haces distintos. Hasta no 
terminar este proceso de coordinación es imposible obtener cuáles son los canales, cuáles son los haces y, consecuentemente, no 
se puede saber cuál es la capacidad de transmisión. 


El número que maneja el señor Senador sobre las capacidades es correcto y los datos parten de redes de satélites consolidadas. 
Seguramente eso viene de Redes INTELSAT, que era una organización internacional que conformaban los países y hace dos 
meses fue privatizada. El Uruguay, de hecho, era parte del acuerdo INTELSAT, pero hoy es una empresa privada. 


Luego del procedimiento de coordinación, quizá el inversor diga que no es económicamente rentable y estos procesos, que pueden 
llevarnos entre dos y cinco años, podrían resultar infructuosos. Tal vez no sea suficiente y la capacidad de ese satélite no lo hace 
comercialmente atractivo. Por lo tanto, hasta no obtener la cantidad de frecuencias es imposible pedir un estudio de factibilidad 
económica, porque desde el arranque sabemos que las condiciones inviabilizan cualquier estudio. De hecho, nosotros tenemos que 
trabajar con la empresa en función de las normas UIT para la identificación de las posiciones. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quería hacer algunas preguntas. 


En primer lugar, parto del supuesto de que si una empresa a la que se le dio la concesión actúa mal, dentro de ciertos límites el 
Uruguay es responsable internacionalmente. Este es un supuesto y, si estoy equivocado, sería bueno que se me informara que es 
así. 


En segundo lugar, quiero señalar que me da la impresión de que si el Uruguay otorga una concesión es porque está interesado en 
que un emprendimiento de esta naturaleza tenga andamiento, ya que si no tuviera interés no creo que una empresa pudiera 
imponer al Uruguay que le haga una concesión. Quisiera saber si se tuvo en cuenta lo que pasa en los demás países sobre todo 
latinoamericanos, como Brasil, Argentina, Chile y Venezuela -yo conozco la legislación en materia licitatoria, que es prácticamente 
igual que en el Uruguay en sus bases- y que en esos países se habían hecho licitaciones para conceder el uso del Pabellón 
Nacional en este emprendimiento. La pregunta es si nunca se consideró la posibilidad de que ante la organización internacional 
respectiva se hubiera presentado un proyecto mejor que éste. Se ha dado una explicación; esta es la hora de la información, no de 
la polémica, sobre por qué no se licitó o se hizo algún procedimiento competitivo similar. Teóricamente, ¿se descarta la posibilidad 
de que si se hubiera llamado a interesados para presentar su emprendimiento habría habido uno mejor que éste? ¿Ello se descarta 
por alguna razón teórica, porque se estudió y se vio que era muy bueno, o porque se considera una cosa ajena a los bienes del 


país? Puede ser que se piense que esto es lo que hay y que existe un interés genérico en que el Uruguay llegue a tener su 
Pabellón en estos satélites o frecuencias. 


Reitero, quisiera saber si por alguna razón teórica o por un estudio de este emprendimiento, se descarta que hubiera habido uno 
mejor; por ejemplo, usando términos metafóricos, si hubiera una empresa que ofreciera una mayor garantía de su viabilidad o, 
como ya fue planteado, un emprendimiento que no incluyera operar el sistema desde una zona franca. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Yo no tengo respuesta en lo que tiene que ver con la evaluación que se hizo en oportunidad de la primera 
resolución porque es ajena a nuestro período en la Dirección de Comunicaciones y en la URSEC. Lo que sí puedo decir es cuál fue 
la valoración que se hizo en la autorización que se otorgó en abril de este año. Con respecto al procedimiento de licitación, voy a 
poner un ejemplo. En el Brasil se hizo una licitación y el resultado fue absolutamente desastroso porque ese país licitó la posibilidad 
de que las empresas accedieran a posiciones orbitales, lo que les generó obligaciones que no pudieron cumplir. El problema de 
fondo que existe es que no hay objeto y, como no lo hay, se generan obligaciones que están condicionadas a algo que es 
prácticamente intangible. 


Recién el señor Budé hacía referencia a un proyecto de carácter económico, el que va a estar condicionado a lo que va a ser el 
resultado final y este puede ser cero. Si quien desarrolla el proyecto no puede coordinar las posiciones orbitales en función de 
satélites preexistentes, el resultado es cero. No hay ninguna posición orbital. Les doy un ejemplo. El proyecto de la primera de las 
empresas autorizadas contempla la posibilidad de ocho posiciones orbitales, de las cuales ya hay certeza de que en el mejor de los 
casos puede haber dos, y casi con seguridad lo que se consigue en última instancia es una posición orbital, lo que se traduce a un 
solo satélite puesto en órbita. Entonces, el procedimiento competitivo tiene esa dificultad; pero además no hay ninguna limitación. 
Si mañana se presenta una nueva empresa diciendo que tiene interés en este proyecto, seguramente la opinión de la URSEC va a 
ser positiva en cuanto a su desarrollo. 


Más allá de la responsabilidad que pueda implicar la utilización del Pabellón -en ese sentido se exige a las empresas garantías de 
toda índole para evitar o transferir esa responsabilidad, tal como pasa en cualquier sistema en el cual el particular toma a cargo la 
prestación de un servicio, dejando de lado que éste no es un servicio público- esto significa para el Estado la posibilidad de acceder 
a un bien al que hoy solamente puede llegar pagando. Venezuela, por ejemplo -que es uno de los países que el señor Senador hoy 
mencionaba- no tiene ningún proyecto satelital propio y simplemente contrata espacio satelital a empresas que explotan u operan 
satélites con una bandera ajena al país. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero hacer una aclaración. Sé que Venezuela formula un llamado público mostrando su interés para 
realizar un contrato; no es una licitación, sino un llamado para poder elegir. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO..- Para el caso de la segunda concesión, digamos que se tiene conocimiento de cuál es la 
empresa (FONECOM), quiénes la integran, etcétera. Como no hay antecedentes, uno no tiene más remedio que compararlo con el 
tema del manejo del espectro radioeléctrico. En tal sentido, hay una legislación muy estricta que hasta hace poco establecía que 
las empresas tenían que ser nacionales y estar radicadas en el país, las acciones tenían que ser nominativas y no se podían 
vender hasta equis cantidad de años después de otorgada la concesión, etcétera. Parte de esto ahora se modificó, puesto que 
también pueden ser extranjeros. 


Ahora bien, la empresa FONECOM -perdonen que la mencione, pero es la concesionaria- ¿puede vender a su vez esta concesión 
y comercializarla en el mercado a otras empresas o sociedades anónimas? ¿Qué controles tiene el Estado uruguayo con relación a 
que efectivamente los que han obtenido la concesión usen un satélite con nuestro Pabellón? ¿Están los recaudos tomados en torno 
a quiénes son los integrantes de dicha empresa, es decir, los mismos que hay cuando se concede el uso de una radiofrecuencia en 
el Uruguay? Disculpen que compare, pero como nunca pusimos un satélite en órbita no tengo más remedio que regirme por la 
legislación vigente. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Hay una pequeña confusión. Las normas a que el señor Senador refiere en lo que tiene que ver, por 
ejemplo, a nominatividad de acciones y períodos de prohibición de transferencia, son de radiodifusión, que en absoluto son 
aplicables a este tipo de servicios. La radiodifusión opera o utiliza frecuencias del espectro radioeléctrico, pero es un servicio que 
no tiene ningún tipo de vinculación con éste. Más aún, diría que la radiodifusión es la excepción en lo que tiene que ver con la 
utilización de frecuencias radioeléctricas y con las exigencias de la naturaleza de las que el señor Senador plantea. Por ejemplo, en 
lo que respecta a todo servicio de trasmisión comercial de datos, no hay ningún requisito que establezca -ni legal ni reglamentario- 
que las acciones deben ser nominativas o que debe existir un período de prohibición de transferencia. Lo mismo sucede con una 
enorme cantidad de servicios que se prestan en el espectro radioeléctrico y que no tienen relación con el área de la radiodifusión. 


Entonces lo que el señor Senador plantea, en realidad, es la excepción, ya que la norma es, precisamente, lo opuesto; la excepción 
está limitada a la radiodifusión porque está definida en la ley como un servicio público, lo cual no sucede con todas las demás 
utilizaciones del espectro radioeléctrico. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Por lo que se acaba de decir, debo entender que estas concesiones son comercializables; es 
decir, que las acciones de las empresas que han obtenido esta concesión -me refiero a las dos que ya hemos mencionado- son 
enteramente comercializables y, además, pueden constituirse como sociedades anónimas. Aclaro que digo esto porque me interesa 
que conste en la versión taquigráfica. En definitiva, estas empresas van a usar radiofrecuencias otorgadas al Pabellón de nuestro 
país, ya que un satélite no puede funcionar de otra manera. Asimismo, dentro de lo que el doctor Pérez Tabó ha denominado la 
regla y no la excepción, queda claro que estas concesiones pueden ser enteramente comercializables una vez que han sido 
otorgadas. 


SEÑOR PEREZ TABO..- En términos de compraventa de acciones, la que rige es la Ley N* 16.060, de Sociedades Comerciales. 
Ahora bien, la situación es distinta si lo que se pretende es transferir la autorización. Por ejemplo, en el caso concreto de la 
empresa que menciona el señor Senador, que es FONECOM S.A., si mañana decide transferir la autorización a cualquier otra 
sociedad anónima, está sujeta al control de la Administración al igual que todas aquellas empresas que pretenden ceder la 
autorización a una empresa diferente. Si mañana la empresa FONECOM $. A. o alguno de sus accionistas pretende vender parte 
del paquete accionario, la que regirá será la Ley de Sociedades Comerciales. 


SEÑOR KORZENIAK.- Por lo que entendí, FONECOM $. A. sigue siendo la concesionaria aunque las acciones sean vendidas en 
un cien por ciento a otras personas. 


SEÑOR PEREZ TABO.- En principio diría que sí, pero aclaro que en este momento no tengo presente el cien por ciento del 
convenio firmado por la empresa y mucho menos dispongo acá del Estatuto de FONECOM $S. A., pero, reitero, en principio sería 
como dice el señor Senador. 


SEÑOR SINGER.- Señor Presidente: estamos ante un asunto muy complicado, seguramente por lo novedoso que es para 
nosotros. De todos modos, me parece que queda claro que el Uruguay tiene la posibilidad de ubicar dos satélites, que no son éstos 
de los que estamos hablando. Ahora bien, si esto es así, lo otro no era un derecho del Uruguay sino una posibilidad que el Uruguay 
tenía para hacerlo. Supongamos que nuestro país tuviera un nivel de desarrollo distinto al que tiene y, por lo tanto, una empresa 
estatal o privada hubiera podido desarrollar un proyecto de las características necesarias para ubicar un satélite y haberse 
presentado. Entonces, lo que deduje de toda esta conversación es que una empresa determinada decidió utilizar el Pabellón 
uruguayo para poder presentarse y acceder a las posibilidades a que se refirió el señor Senador Fernández Huidobro para cubrir 
unas vacantes. Por lo que entendí, el doctor Pérez Tabó respondió que no había nada para licitar, ya que las posibilidades no 
pueden someterse a tal tipo de procedimiento. 


En síntesis, lo que entendí es que una empresa, por alguna razón que no tengo muy clara, decidió utilizar nuestro Pabellón, porque 
era lo más conveniente para sus intereses; entonces, se presenta, solicita la autorización correspondiente -porque para poder 
acceder a ese satélite debe utilizar un pabellón nacional ya que se trata de un área que pertenece al ámbito de las Naciones 
Unidas- y, además, solicita ubicarse en zona franca. La razón de esto último es obvia ya que ese sistema resulta más conveniente 
porque todo el equipamiento que va a introducir -en lo personal no tengo la más remota idea de cuál es ese equipamiento- a través 
de la zona franca, no va a pagar impuestos; en cambio, si lo introduce a través de la Aduana uruguaya sí debería pagar. Por lo 
tanto, la empresa quizás está utilizando al Uruguay, entre otras cosas, porque aquí hay zonas francas. Esta es una primera 
deducción que hago, atando algunos cabos. 


A partir de este punto, lo que se pueda o no vender, en lo personal no lo tengo muy claro, pero resulta evidente que por lo que se 
venda desde esa Zona Franca para el territorio nacional uruguayo o para cualquier otro lugar, sí tendrá que pagar. Sin duda, 
cuando se introduce algo a un territorio ocurre lo mismo que con cualquier mercadería que pasa a través de una zona franca es 
decir tiene que pagar como una importación cualquiera. 


Realmente me pareció muy interesante esta reunión porque nos permite conocer algo acerca de una situación muy compleja. La 
impresión que recibí fue la de que algunas razones han motivado a ciertas empresas a utilizar el Pabellón uruguayo y la zona 
franca de nuestro país, lo cual no me plantea ninguna inquietud en cuanto a que eso pueda resultar contrario al interés nacional. En 
definitiva, da la impresión de que el Uruguay va a tener acceso a un espacio, y hay empresas que van a traer cierto equipamiento, 
por lo que, en última instancia, podrán crearse empleos. De ahí en más todos son signos de interrogación. Reitero que esta es 
simplemente una reflexión que deseaba compartir. 


SEÑOR GARAT.- He escuchado atentamente y debo confesar que no iba a hacer ninguna reflexión; sin embargo, como observo 
que de las reflexiones queda constancia en la versión taquigráfica, decidí intervenir. 


Por lo que puedo visualizar sobre este tema, que no es simple y, por lo tanto, algunos en este país recién lo estamos conociendo -lo 
que no nos exime de nuestra responsabilidad como Legisladores- es que ha quedado claro que hay empresas comerciales que 
quieren instalarse en nuestro país y han pedido permiso para llevar a cabo una explotación comercial. Sin duda, quien ha hecho 
esa solicitud sabe mucho más del tema que nosotros y está convencido de que si cumple con todas las etapas necesarias, no va a 
hacer un mal negocio. Sin duda, se trata de un buen negocio porque, de lo contrario, no tomarían iniciativa en este tipo de asuntos 
que son complejos y requieren estudios muy caros. Todo ese negocio es posible porque el Uruguay da su bandera. Quisiera saber 
si el único beneficio que recibe nuestro país si se instala la empresa es la posibilidad de utilizar una frecuencia de banda. Por 
supuesto que lo que acaba de mencionar el señor Senador Singer con respecto a los puestos de trabajo, será bienvenido. Sin 
embargo, pregunto una vez más si en un emprendimiento económico en que el Uruguay otorga una parte fundamental para su 
concreción, lo que recibe como contrapartida es el uso de las bandas en el porcentaje que se le asigna en el decreto o si hay otros 
beneficios. 


SEÑOR PEREZ TABO.- La contrapartida que recibe el Estado uruguayo es el acceso a las facilidades satelitales en forma gratuita. 
Mientras que el señor Senador hablaba, estaba pensando -incluso, consultaba- que no conozco países que hayan desarrollado 
sistemas satelitales de carácter comercial en una forma distinta a la de acceder a través de empresas privadas. Por ejemplo, la red 
de satélite mexicana es Loreal, que es un fabricante de satélites. Concretamente, la de la Argentina también tiene esas 
características. Quizás haya algún país que no siga esta línea, pero generalmente todos han desarrollado sistemas satelitales de 
carácter comercial a través de mecanismos iguales o parecidos a éstos. Repito que la contrapartida es el acceso gratuito a las 
facilidades satelitales. 


SEÑOR GARAT.- Quiero aclarar que en ningún momento he dicho que haya otro camino. He preguntado concretamente si el único 
beneficio que obtiene el Uruguay es ese; nada más. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Quiero dejar constancia de que me voy a reservar para otra oportunidad las opiniones que 
como Senador tenga, ya que no quiero polemizar delante de los invitados, a quienes además agradezco la información que nos 
han brindado, la cual ha sido muy amplia a pesar de tratarse de un tema muy complicado. 


Mi pregunta se ha originado a partir de la intervención del señor Senador Garat. El Uruguay tiene, por derecho adquirido -es decir 
que no tiene que hacer ninguna gestión en ese sentido- dos posiciones geoestacionales. O sea que si mañana nuestro país 
quisiera, podría comercializarlas, llamando a una subasta en términos competitivos, tal como ustedes nos han informado hace un 
instante. 


El hecho de que el Uruguay otorgue concesiones para el uso del Pabellón Nacional y la colocación de otros satélites en la misma 
zona, iluminando la misma región, ¿no implica instalar una competencia hacia el futuro con respecto a las posibilidades de nuestros 
satélites? Si el primero en llegar es el primero en servir, también es el primero en competir. El valor de nuestros satélites, ya sea si 


los privatizamos o no -porque también pueden ser estatales y mañana vender sus facilidades satelitales- ¿no queda menoscabado 
por la existencia de otros satélites que utilicen nuestro Pabellón Nacional, funcionando desde la zona franca, o desde territorio no 
franco, con permiso de venta de sus servicios en zona no franca y en la región del MERCOSUR? Me refiero a ese patrimonio 
inexpugnable, que es nuestro hasta que la ONU resuelva lo contrario, porque mañana puede considerar que el cielo está lleno de 
satélites, y como nosotros no somos los que mandamos, puede modificar el reparto, especialmente para aquellos países que no 
han cubierto sus posiciones. 


¿Qué pasa si el día de mañana -como ustedes bien dijeron se trata de un bien finito y muy escaso- se agota el espacio disponible 
para todos? Dado que el Uruguay -y lo mismo podría sucederle a otros países- tiene dos lugares que no ocupó -e incluso en 
aquellos que estaban libres tiene una cantidad de satélites porque permitió el uso de su Pabellón- quisiera saber si en el futuro no 
se pone en riesgo jurídico, cuando este bien escaso sea arduamente disputado, la intangibilidad de los dos espacios que nos 
corresponden. 


La otra pregunta que quiero formular es si el valor pecuniario de éstos no quedará menoscabado si hacemos proliferar con nuestro 
Pabellón, en la misma zona, satélites de servicio comercial. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Quisiera hacer dos comentarios. En primer lugar, deseo aclarar que no se menoscaba el valor de esos dos 
bienes que el Uruguay tiene como derecho propio. Esto es así por dos razones. Una de ellas es que ese bien tiene un valor muy 
relativo ya que sólo puede iluminar el territorio nacional. Entonces, si mañana el Uruguay desechara la posibilidad de poner en 
órbita un sistema satelital con dinero del Estado, a través de un procedimiento licitatorio o de subasta, para que sea realizado por 
algún particular, es probable que la cantidad de interesados sea reducida -si es que hay alguno- porque la única posibilidad que 
tiene es prestar servicios sobre nuestro territorio, el cual es muy pequeño. La otra razón es que una de las dos posiciones 
satelitales está limitada, pura y exclusivamente, al servicio de radiodifusión, lo que los satélites o las posiciones orbitales que estas 
empresas asumen el compromiso de conseguir, tienen vedado, por lo que tampoco serían competitivos. Sin perjuicio de ello, 
nuestro país está iluminado en el día de hoy por no menos de cuatro o cinco sistemas satelitales. Por ejemplo, puedo citar Nahuel- 
sat, Intel-sat, Brasil-sat, satélite de la empresa General Electric, Loreal, sistema Panam-sat. Entonces, la oferta en materia satelital 
no es escasa. Por lo tanto, creo que el valor del bien que hoy tiene el Uruguay no se afecta por sus órbitas particulares. 


El otro comentario tiene que ver con la composición accionaria o transferencia de acciones. Hago esta aclaración porque creo que 
puede llamar a confusión. Si bien ratifico que no está previsto que las acciones tengan carácter nominativo, esto quizás responda -y 
es un dato importante a tener en cuenta- a la naturaleza del proyecto que se pretende alcanzar. Para que tengan una idea, la 
puesta en órbita y el funcionamiento de un sistema satelital de estas características parte de la base de inversiones superiores a los 
U$S 300:000.000 o U$S 400:000.000. Entonces, es muy común que la gran mayoría de las empresas de estas características -no 
me animo a decir todas por miedo a cometer algún error- son abiertas y cotizan en Bolsa, lo que hace imposible, por ejemplo, la 
particularidad de tener acciones nominativas. Por ejemplo, General Electric o Loreal, que tienen sistemas satelitales en 
funcionamiento -con bandera americana en estos casos- por la magnitud del proyecto son empresas abiertas que cotizan en bolsa. 


Quería hacer estos comentarios porque quizá daba la sensación de que podía ser algo de menor envergadura abierto a trasiegos 
de los cuales no se tuviera noticias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sólo nos queda agradecer al doctor Pérez Tabó y a su asesor por la información que nos han 
proporcionado, y hago exclusión del señor Subsecretario, porque vamos a tener que hacerle después dos agradecimientos, en la 
medida en que existe la intención de aprovechar su presencia para que nos haga un muy pequeño informe sobre el proyecto que 
oportunamente remitió el Poder Ejecutivo en relación con los profesionales del Escalafón K. 


(Se retiran de Sala el doctor Pérez Tabó y su asesor) 


SEÑOR GARAT.- Con mucho gusto voy a escuchar la explicación del señor Subsecretario, pero voy a solicitar a los señores 
Senadores integrantes de la Comisión el aplazamiento de la consideración de los dos asuntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea era únicamente escuchar el informe del señor Subsecretario, pero la intervención del señor 
Senador me habilita a comentar a la Comisión algo que pude conversar con el señor Senador Korzeniak, pero no con los señores 
Senadores Fernández Huidobro, Garat y Singer. Concretamente, quería señalar que las Naciones Unidas disponen el llamado a los 
efectivos en Misiones de Paz en función de sus posibilidades. En este momento ha llegado un pedido de incremento de los 
efectivos que están en el Congo, que ya está repartido y es exactamente igual a lo que hemos votado oportunamente; la única 
diferencia es que ahora autorizamos algunos Oficiales y algunos efectivos más. 


Si la Comisión está de acuerdo, podríamos considerarlo en el día de mañana, porque el pedido tiene cierta urgencia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El Poder Ejecutivo ha remitido a consideración del Poder Legislativo un proyecto de ley con un 
artículo único por el cual se establecen las edades de retiro obligatorio del personal militar no combatiente del Ministerio de 
Defensa Nacional. Como los señores Senadores saben, el personal militar está compuesto por personal combatiente, que es el 
personal militar profesional, y por personal no combatiente, que básicamente es el que reviste en el Ministerio de Defensa Nacional, 
Secretaría Central, Sanidad y Servicio de Retiros; este último tiene estatuto militar pero no tiene las exigencias del profesional 
militar. 


Este proyecto de ley se envía a los efectos de dar certeza jurídica al régimen actualmente vigente, porque a partir de una sentencia 
de la Suprema Corte de Justicia, empezaron a suscitarse algunas dudas interpretativas sobre las edades de retiro. 


Para historiar un poco el proceso, diremos que la ley del año 1967, la N* 13.640, cometió al Poder Ejecutivo el establecimiento de 
las edades de retiro de este personal, lo que fue cumplido posteriormente por un decreto de 1968 y otro de 1971. Esas 
disposiciones reglamentarias, dictadas en el ejercicio de la facultad conferida al Poder Ejecutivo por la ley de 1967, fueron 
posteriormente incorporadas a una Ley de Presupuesto, la N* 16.320, y por ser una norma presupuestaria que contenía elementos 
relativos a la Seguridad Social, la Suprema Corte de Justicia la declaró inconstitucional. 


Entonces, han surgido dudas interpretativas sobre cuál es la edad de retiro obligatorio de este personal militar no combatiente, 
porque existe una norma -el Decreto Ley N* 14.157, que es la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas- que establece las edades de 
retiro de los combatientes. 


De ahí surgieron dos interpretaciones jurídicas. La primera de ellas establece que regiría el Decreto-Ley N* 14.157, que es para el 
personal militar general de todas las Fuerzas Armadas y la segunda sostiene que el régimen establecido por la Ley N* 13.640 -que 
había sido copiado, por decirlo de alguna forma, por la Ley Presupuestal- es una norma especial, por lo cual la general no la habría 
derogado, y declarada la inconstitucionalidad de la Ley N* 16.320, por su efecto declarativo, habría recobrado vigor el régimen 
anterior. Esta es, además -porque fue consultada- la posición de la Fiscalía de Gobierno, que entiende que las edades de retiro son 
las establecidas por los decretos de 1968 y de 1971. 


De todas maneras, frente a la posibilidad de esta doble interpretación y con la finalidad de evitar que el Estado se vea enfrentado 
posteriormente a juicios ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, se ha remitido este proyecto de ley, el cual no innova ni 
modifica absolutamente nada, sino que únicamente transcribe las edades de retiro obligatorias para este personal no combatiente 
que han regido en el Uruguay desde esta ley de 1967, que había sido reiterada por la Ley N* 16.320. Por lo tanto, este proyecto 
viene a dar certeza jurídica a este aspecto tan sensible para todos, que es la edad de los retiros. 


Básicamente, esta es la explicación que queríamos brindar sobre este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Subsecretario por su presencia y por su colaboración con el trabajo de esta 
Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 7 minutos) 


linea del nie de nádaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


